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La Organización de Estados Americanos, en sus últimas sesio-
nes extraordinarias celebradas el 11 de septiembre de 2001 en Lima, 
Perú, adoptó la Carta Democrática Interamericana, en la cual no sólo se 
consideró que “los pueblos de América tienen derecho a la democracia 
y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla” (art. 1), 
sino que además, se formularon los siguientes postulados funda-
mentales respecto de este régimen político: 

Primero, que el ejercicio efectivo de la democracia representativa 
es la base del Estado de derecho y de los regímenes constitucionales 
de los Estados americanos (art. 2). 

Segundo, que la democracia representativa se refuerza y pro-
fundiza con la participación permanente, ética y responsable de la 
ciudadanía en un marco de legalidad, conforme al respectivo orden 
constitucional (art. 2); y 

Tercero, que son elementos esenciales de la democracia repre-
sentativa, entre otros, los siguientes: 

                                           
* Texto de la Conferencia dictada en el XXV Congreso Iberoamericano de Municipios, Organiza-

ción Iberoamericana de Cooperación Intermunicipal (OICI), Guadalajara, México, 31 octu-
bre 2001. Publicada en Allan R. Brewer-Carías, Reflexiones sobre el constitucionalismo en Amé-
rica, EJV, Caracas, 2001, pp. 127-141  
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a. El respeto a los derechos humanos y las libertades fundamentales; 
b. El acceso al poder y su ejercicio con sujeción al Estado de derecho; 
c. La celebración de elecciones periódicas, libres, justas y basadas en el 

sufragio universal y secreto, como expresión de la soberanía del pue-
blo; 

d. El régimen plural de partidos y organizaciones políticas; y 
e. La separación e independencia de los poderes públicos. 
Con esta declaración, sin duda, tenemos que concluir que el 

más importante y esencial de los debates políticos que seguimos te-
niendo los latinoamericanos en estos comienzos del siglo XXI, no es 
otro que el de la democracia, es decir, confrontar criterios sobre qué 
es lo que debemos hacer para perfeccionar y profundizar la demo-
cracia y asegurar su efectiva gobernabilidad; pues, sin duda, hay 
muchos que plantean que hay que sustituirla por un régimen políti-
co autoritario, militarista e impositivo, fundamentado en la centrali-
zación y la concentración del Poder. 

I. DEMOCRACIA Y CONTROL DEL PODER 

En definitiva, es el debate de siempre, que origina la opción en-
tre democracia y autoritarismo, el cual no puede tener otro resulta-
do que no sea el diseñar un sistema político que asegure que nues-
tras democracias, en las próximas décadas, sean más participativas y 
más representativas.  

Por ello, es precisamente el último elemento mencionado de la 
Carta Democrática, como esencial a la democracia, el que en nuestro 
criterio apunta a identificar un verdadero régimen democrático, pa-
ra que, incluso, los otros factores puedan ser efectivos. Ese factor 
que se identifica como “separación e independencia de los poderes”, 
no es otro, que el orden institucional que debe existir en toda demo-
cracia para controlar y limitar el poder. 

Y es que en efecto, sin control institucional no hay democracia: 
pues sólo controlando al Poder es que puede haber elecciones libres 
y justas; sólo controlando al Poder es que puede haber efectivo res-
peto a la Constitución; sólo controlando al Poder es que puede haber 
pluralismo; sólo controlando al Poder es que puede haber garantía 
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de respeto a los derechos humanos; y sólo controlando el Poder es 
que puede haber participación política. 

En todo caso, un sistema institucional para controlar el ejercicio 
del poder político, implica, ineludiblemente, su distribución o sepa-
ración. Por tanto, demasiada concentración del Poder si no hay con-
troles efectivos sobre los gobernantes, y peor aún, si estos tienen o 
creen tener apoyo popular, conduce al autoritarismo y, en definitiva, 
a la tiranía. No olvidemos que la historia de la humanidad durante 
el siglo pasado nos muestra, precisamente, a tiranos que usaron el 
voto de la mayoría para acceder al poder y desde allí aplicaron el 
autoritarismo para acabar con la democracia y todos sus elementos, 
comenzando por los derechos humanos. 

Me imagino que muchos de Uds. pensarán que parece mentira 
que hoy, cincuenta años después del derrumbe de los sistemas fas-
cistas basados en concepciones holísticas o totalitarias del poder, 
nuestras reflexiones tengan que estar marcadas por el mismo dilema 
y el mismo debate entre democracia y autoritarismo, y que ello lo 
hagamos en el marco de un Congreso de Municipios. Pero no hay 
mas remedio, tenemos que hacerlas, al encuadrar el Municipio como 
parte del Estado, pues en nuestra América Latina se están oyendo 
demasiados cantos de sirena autoritarios, que cada vez con más 
fuerza están emanando de ciertos neo críticos de la democracia, que 
pretenden basarse en un supuesto apoyo popular para, precisamen-
te, acabar con la democracia. 

Enfrentar este dilema, que es el de siempre, sin embargo, exige 
ante todo que estemos conscientes de la crisis de gobernabilidad que 
presentan buena parte de las democracias en nuestros países, y que 
están afectando sus cimientos. ¿Qué pasa con nuestras democracias 
que son menos democratizadas que las de otros países mas desarro-
llados del mundo, a pesar de tener factores aparentemente comu-
nes?. 

Una característica general de muchas de nuestras democracias 
es que en ellas los partidos políticos organizados conforme al prin-
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cipio del centralismo democrático, con demasiada frecuencia han 
asumido y ejercido el monopolio de la participación y de la repre-
sentatividad políticas, cerrando el espacio para la emergencia de dis-
tintos y nuevos liderazgos fuera de los propios partidos. En esa for-
ma, en muchos casos sólo se ha podido participar a través de los 
partidos, y éstos solos han sido los que han obtenido representación 
en los cuerpos representativos, donde muchas veces se sigue eli-
giendo a ciegas a los candidatos de los partidos que han terminado 
sustituyendo al pueblo. Los sistemas electorales, con gran frecuen-
cia, se han diseñado para ello y no para hacer realidad una auténtica 
democracia representativa.  

Este es un problema que tenemos que superar desesperada-
mente, para que no se siga tratando de desprestigiar a la misma de-
mocracia representativa.  

Pero a la democracia de partidos o partidocracia, se ha agrega-
do el centralismo político del Estado y del gobierno, que en muchos 
casos ha concentrado todo o casi todo el poder en el nivel nacional, 
vaciando políticamente de poder a las provincias, municipalidades y 
localidades. Adicionalmente, en muchos casos, el poder se ha con-
centrado en el órgano ejecutivo del Estado, reforzándose al presi-
dencialismo o a los propios partidos que controlan los demás órga-
nos estatales; y lo cierto es que la mezcla de centralización del Poder 
del Estado y de centralismo en los partidos políticos, es lo más anti-
democrático que puede existir en los sistemas políticos. Así como no 
hay ni ha habido jamás autocracias descentralizadas, tampoco una 
democracia puede funcionar, en el mediano y largo plazo, en un sis-
tema de Poder centralizado. 

Lo importante, en todo caso, es no confundir a la democracia 
como régimen político, con el sistema de centralismo de Estado y de 
partidos y de concentración del Poder Público, que ha estado cons-
pirando y sigue conspirando contra la propia democracia. Es ese sis-
tema el que puede estar en crisis, y en muchos países sigue en crisis, 
pero no la democracia misma; es el sistema político el que tenemos 
que buscar cambiar para, precisamente, perfeccionar y profundizar 
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la democracia, pero no para acabar con ella. Y en democracia ello 
sólo se puede lograr estableciendo un sistema de control institucio-
nal del Poder, una de cuyas piezas esenciales es la descentralización 
y la participación política. 

Precisamente por ello, este es el dilema que tenemos por delan-
te. No hay otra alternativa, ni términos medios. No hay regímenes 
políticos medio democráticos o medio autoritarios; o lo son o no lo 
son. 

Es decir, en este campo, insisto, no hay otra opción: o democra-
cia o autoritarismo. La primera exige controlar el Poder y, en parti-
cular, distribuirlo territorialmente para que haya más participación; 
la segunda, necesariamente conduce a la concentración y centraliza-
ción del poder, lo que es incompatible con la democracia. Y lamen-
tablemente, a esto último es que ha apuntado el discurso que pre-
tende establecer una supuesta legitimidad para gobernar derivada 
de la sola relación entre un líder y el pueblo e, incluso, el ejército, 
basada en la simple popularidad. 

II. LA DESCENTRALIZACIÓN POLÍTICA PARA ACERCAR EL 
PODER AL CIUDADANO 

Al contrario, el perfeccionamiento y profundización de la de-
mocracia tiene que apuntar al diseño de un sistema político que ne-
cesariamente tiene que estar montado sobre la descentralización del 
poder del Estado, para acercarlo al ciudadano, con nuevas formas de 
representatividad y de participación políticas. 

Para captar la esencia del régimen democrático no olvidemos 
que ninguna sociedad democrática occidental consolidada después 
de la II Guerra Mundial, ha sobrevivido como democracia sin haber 
descentralizado el Poder como mecanismo institucional para su 
efectivo control. Por ello, sin duda, puede decirse que la descentrali-
zación política es un fenómeno de las democracias, consecuencia de 
la democratización y condición para su sobrevivencia.  
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En consecuencia, en nuestro criterio, el debate contemporáneo 
en nuestros países por más democracia, tiene que centrarse en el 
rescate del proceso de descentralización política. Perfeccionar la 
democracia exige hacerla más participativa y más representativa, 
para lo cual la única vía posible que existe es acercando el Poder al 
ciudadano, y ello sólo puede lograrse descentralizando territorial-
mente el Poder del Estado y llevarlo hasta la más pequeña de las 
comunidades; es decir, distribuyendo el Poder en el territorio nacio-
nal. 

Por supuesto, para asumir esta indispensable tarea democráti-
ca, que pueda permitir sustituir el sistema político centralizante de 
partidos por un sistema político descentralizado y participativo, de-
be recurrirse a los esquemas de autonomías territoriales más ade-
cuados, conforme a la tradición constitucional de cada uno de nues-
tros países, descentralizando los viejos Estados Unitarios e, incluso, 
los Federales y, en todo caso, municipalizando sus territorios. 

De todo ello lo que deriva es que cualquiera que sea la forma de 
descentralización política, se trata de proyectos y propuestas con-
trapuestos radicalmente al centralismo de Estado y a la concentra-
ción del Poder, que son esencialmente antidemocráticos. 

La propuesta política que formulamos, por tanto, busca el dise-
ño en nuestros países, de un nuevo sistema político que la democra-
cia exige, y que sólo puede tener por objeto hacerla más participati-
va, con gran presencia de la sociedad civil, y más representativa de 
las comunidades. Ello implica desparramar el poder en todo el terri-
torio, hasta la última de las comunidades, para que el ciudadano y 
sus sociedades intermedias puedan realmente participar. 

Esta distribución territorial del Poder en el mundo contempo-
ráneo democrático, se ha desarrollado, invariablemente, en dos ni-
veles territoriales: un nivel intermedio, de Estados en las Federacio-
nes, o de Regiones o Departamentos autónomos en los viejos Esta-
dos Unitarios; y un nivel territorial inferior, local, de municipalida-
des autónomas en todo el territorio de los Estados. Por ello, inde-
pendientemente de la forma del Estado que se haya adoptado histó-
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ricamente, puede decirse que en el mundo occidental democrático, 
el Estado contemporáneo es un Estado descentralizado o en vías de 
descentralización; es decir, un Estado en el cual las fuerzas centrífu-
gas en la distribución territorial del Poder Público, están más activas 
que las fuerzas centrípetas. 

III. DEMOCRACIA Y MUNICIPALIZACIÓN 

La descentralización política, por tanto, implica, por una parte, 
la municipalización, pero además, la creación de niveles intermedios 
de gobierno que permitan realmente acercar el Municipio al ciuda-
dano. 

Para que el Municipio sea la escuela de la libertad y de la de-
mocracia, como lo descubrió Alexis de Tocqueville cuando ilustró a 
Europa sobre La Democracia en América, por sobre todo tiene que es-
tar cerca del ciudadano. Un Municipio lejos de las comunidades y 
vecindades, como es en general el Municipio en nuestros países lati-
noamericanos, materialmente no sirve para nada bueno, ni para la 
participación política ni para la gestión eficiente de los asuntos loca-
les, ni por supuesto, para la democracia. 

Acaso nos hemos preguntado, ¿por qué, realmente, las demo-
cracias consolidadas de Occidente son tales democracias? ¿Cómo es 
que en ellas la participación del ciudadano en la gestión de los inter-
eses locales forma parte de la cotidianidad de la vida democrática? 

Es cierto que todas las democracias tienen ciclos electorales, 
donde se vota con regularidad y tienen sistemas institucionales que 
son propios del Estado de Derecho. Pero unos países son efectiva-
mente más democráticos que otros. Y la respuesta del por qué esto 
es así, está precisamente en la municipalización o, si se quiere, en la 
efectiva fragmentación de las instituciones locales. 

Para darnos cuenta de ello, basta hacer algunas comparaciones. 
Venezuela, con casi un millón de kilómetros cuadrados de superficie 
y más de 24 millones de habitantes, tiene sólo 338 Municipios. Fran-
cia, en cambio, con la mitad de dicha superficie y 59 millones de 
habitantes, tiene 36.559 Municipios o Comunas; es decir, cien veces 
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más. Pero lo importante, ciertamente, no es el número de municipios 
que tenga un país, sino la relación que tiene que existir entre la auto-
ridad local y el número de habitantes. En tanto que en Venezuela es 
de 71.715 habitantes por Municipio, en Francia, en cambio es de 
1.613 habitantes por Municipio, es decir, cuarenta veces menos. 

Cualquier revisión de esta relación que se haga en los países 
democráticos, da cifras sorprendentes, sobre todo cuando las com-
paramos con las nuestras en América Latina. España tiene 8.082 
Municipios con un promedio de población de 4.825 habitantes; en 
Austria hay 2.353 Municipios, con un promedio de población de 
3.400 habitantes. Los 8.104 Municipios de Italia tienen un promedio 
de 7.157 habitantes. En Suiza hay 3.000 Municipios con un promedio 
de 2.333 habitantes; en Alemania hay 16.121 Municipios, con un 
promedio de 5.086 habitantes; y en Bélgica hay 589 Municipios, con 
un promedio de 16.978 habitantes. 

En Europa continental, además, debe destacarse que los Muni-
cipios de menos de 2000 habitantes representan un porcentaje ele-
vadísimo en relación con los muy poblados, por ejemplo, el 40% en 
Italia y el 89% en Francia. 

En nuestro Continente Americano, también se destaca, el caso 
de los Estados Unidos y Canadá que tienen territorios casi iguales 
de casi 10 millones de kilómetros cuadrados, pero con una pobla-
ción muy disímil: 30 millones en Canadá y más de 250 millones en 
los Estados Unidos. Sin embargo, en Canadá sus 4.507 Municipios, 
tienen un promedio de 6.878 habitantes; y en los EEUU, sus 70.500 
Municipios, tienen un promedio de 3.872 habitantes por Municipio. 

En definitiva, de estas cifras resulta que en el mundo de los paí-
ses con democracias más desarrolladas, el promedio de habitantes 
por Municipio varía entre 1.600 y 16.000 habitantes. En contraste, en 
nuestros países de América Latina el panorama es muy diferente: en 
Argentina hay 1.617 Municipios con 22.800 habitantes de promedio; 
en Brasil, hay 5.581 Municipios pero con un promedio de 30.100 habi-
tantes; en Guatemala hay 324 Municipios con un promedio de 33.950 
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habitantes; en Nicaragua hay 143 Municipios con un promedio de 
34.965 habitantes; en Colombia hay 1.068 Municipios, con un prome-
dio de 39.325 habitantes, en México hay 2.418 Municipios, con un 
promedio de 40.000 habitantes; en Chile hay 340 Municipios con un 
promedio de 44.117 habitantes; y como dijimos, en Venezuela hay 
sólo 338 Municipios con 71.715 habitantes por Municipio. Casi igual 
que en la República Dominicana, donde hay sólo 120 Municipios 
con 75.000 habitantes de promedio. En Uruguay hay 19 Municipios 
con un promedio de 157.000 habitantes. 

De lo anterior deriva que la clave de la democracia de partici-
pación está, precisamente, en acercar el Poder al ciudadano, para 
que pueda efectivamente participar. Por ello, en nuestros países, 
mientras la autoridad local esté tan alejada del ciudadano, no llega-
remos a ser efectiva y cotidianamente democráticos. 

La gran reforma política democrática en nuestros países, en rea-
lidad, está en la municipalización, pero sin uniformismo, pues no 
podemos multiplicar al gran Municipio burocratizado de las áreas 
urbanas y trasladarlo a las rurales. La diferenciación de regímenes 
municipales es una de las primeras necesidades de la vida local. 

IV. MUNICIPALIZACIÓN Y PODERES INTERMEDIOS DESCEN-
TRALIZADOS 

En todo caso, mientras más se municipalice un país y se trans-
fieran poder y competencias propias de la vida local a las pequeñas 
organizaciones primarias autónomas y autogestionadas, más nece-
saria entonces será la estructuración de poderes descentralizados a 
niveles intermedios entre el Poder Central y el Municipio. Por ello, 
hay una relación directa y paralela entre la descentralización local y 
la descentralización nacional a niveles intermedios.  

Al señalar esto, por supuesto, tampoco estamos descubriendo 
nada nuevo. Todos los Estados contemporáneos han experimentado 
la misma crisis derivada de la consolidación de la democracia. Por 
ello, en Europa, por ejemplo, como consecuencia de la reimplanta-
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ción y desarrollo de la democracia, para asegurar su sobrevivencia y 
establecer canales de participación política, durante los últimos cin-
cuenta años todos los países han seguido un proceso de descentrali-
zación política. Así sucedió con los viejos Estados Unitarios que so-
bre la base de estructurar regiones políticas, se han venido organi-
zando territorialmente en forma descentralizada, dando incluso ori-
gen, en algunos casos, a una nueva forma de Estado, la del “Estado 
Regional”, más descentralizado a veces, que las viejas Federaciones. 
Así sucedió en España, al surgir como país democrático después del 
franquismo, con el Estado de Comunidades Autónomas; y con las 
Regiones Políticas que por ejemplo, se han establecido en Italia, 
Francia, Bélgica y Portugal. La reforma constitucional en Inglaterra 
también ha conducido a la creación o reaparición de parlamentos 
regionales, como en Escocia y Gales, mediante la devolution o des-
centralización política, que ha formado parte importante de la polí-
tica actual del laborismo.  

En cuanto a las viejas Federaciones, estas han sido recompues-
tas o reforzadas redistribuyéndose el Poder hacia los Estados miem-
bros o cantones, como ha sucedido en Alemania o Suiza. Lo mismo 
puede decirse del federalismo norteamericano o canadiense y, en 
general, de las nuevas fórmulas de distribución del Poder Público en 
las federaciones. De ello resulta, por supuesto, que el proceso de 
descentralización política no puede identificarse con el solo federa-
lismo. En la actualidad, como indicamos, hay “Estados Unitarios 
descentralizados” como España y Colombia que, incluso, son relati-
vamente más descentralizados políticamente que muchas viejas Fe-
deraciones, como la de Venezuela. 

En todo caso, lo importante a destacar aquí es que este proceso 
de descentralización que también se está llevando a cabo en una u 
otra forma, en todos los países de América Latina, también está con-
dicionado y es producto del proceso de democratización que han 
experimentado nuestros países, como consecuencia del afianzamien-
to del régimen democrático y, además, como condición necesaria 
para que perdure y sobreviva.  
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El debate sobre la descentralización en América Latina por ello, 
en definitiva, es un debate sobre la democracia y sobre el fin de más 
de un siglo de centralismo, que si bien contribuyó a la consolidación 
de los Estados Nacionales y a la implantación de la propia democra-
cia por los partidos organizados bajo el esquema del centralismo 
democrático, hoy es el principal elemento que está conspirando co-
ntra la propia democracia y, que, además, impide la efectividad de 
las tareas del sector público. 

V. DEMOCRACIA REPRESENTATIVA Y DEMOCRACIA 
DIRECTA 

En definitiva, no se trata de sustituir la democracia representa-
tiva por una supuesta e ilusoria democracia directa, que es de impo-
sible existencia, sino de sustituir el sistema político centralizado de 
partidos por un sistema descentralizado y participativo, haciendo la 
democracia más participativa y más representativa, lo que sólo pue-
de lograrse distribuyendo efectivamente el Poder en el territorio, de 
manera que esté cerca de los ciudadanos, de sus comunidades y or-
ganizaciones.  

Por todo ello, la democracia tiene que conducir a un esquema 
de Estado que garantice la libertad, la dignidad, la igualdad, la lega-
lidad y la tolerancia, lo que implica además, el rechazo tanto al cen-
tralismo y concentración del Poder, como a la penetración del Esta-
do en los campos de la sociedad civil. Por ello, la democracia como 
régimen político, es mucho más que una formalidad de elecciones 
cíclicas. 

Se trata ahora y siempre, en todo caso, de preservarla y revalo-
rizarla, repudiando el discurso autoritario que pretende sustituirla 
por un régimen político donde no existan los valores mencionados. 
La crítica, que compartimos, a la exclusiva representatividad de par-
tidos que hemos tenido y aún tenemos en muchos de nuestros paí-
ses y al procedimiento formal de elección regular, no puede trans-
formarse en un rechazo a la democracia en si misma y a sus valores, 
sino en un esfuerzo por profundizarla. 
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Por ello, para enfrentar el discurso antidemocrático, hay que 
machacar una y otra vez los valores de la democracia que sólo en 
democracia se pueden realizar; y la democracia, como se la define en 
la Carta Democrática Interamericana de la OEA, ante todo es y tiene 
que seguir siendo una democracia representativa. 

Por tanto, cuando se habla de “democracia directa” como con-
trapuesta a la democracia representativa, debe tenerse claro que un 
Estado no puede funcionar con base en decisiones adoptadas en 
Asambleas públicas y populares, como consecuencia de iniciativas 
populares, o mediante referendos consultivos, aprobatorios, autori-
zatorios o revocatorios. 

Con todos esos instrumentos de participación o de democracia 
directa, sin duda, se puede perfeccionar el régimen democrático, 
pues se permite al pueblo reaccionar directamente contra o en rela-
ción a las decisiones políticas que adopten sus representantes, inclu-
so con resultados contrarios a las mismas, dado que estos con fre-
cuencia tienen intereses, incluso partidistas, distintos a los de los 
ciudadanos. Los referendos son así, mecanismos de control directo 
de los ciudadanos en relación a sus representantes políticos; pero en 
definitiva constituyen un complemento de los gobiernos representa-
tivos que caracterizan las democracias modernas, y no su sustitu-
ción. 

Pero de nuevo debe constatarse que, por ejemplo, para que los 
referendos puedan efectivamente servir de instrumentos para per-
feccionar la democracia, el Poder Público tiene que estar efectiva-
mente descentralizado, es decir, exigen un sistema de distribución 
territorial o vertical del Poder Público, con autonomías político-
territoriales y competencias propias sobre las cuales se pueda con-
sultar a la ciudadanía; en definitiva, Municipios. 

Por eso decía al inicio, que además de todos los factores clásicos 
de la democracia, el que asegura su operatividad es el que postula 
un sistema institucional de control del poder, por su distribución, no 
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sólo horizontal a través del clásico principio de la separación de po-
deres, sino vertical, en el territorio hasta llegar al Municipio. 

Recordemos, para terminar, lo que decía Alexis De Tocqueville 
en 1835: 

En el Municipio es donde reside la fuerza de los pueblos libres. Las insti-
tuciones locales son a la libertad lo que las escuelas primarias vienen a ser 
a la ciencia; la ponen al alcance del pueblo; le hacen paladear su uso pací-
fico y lo habitúan a servirse de ella 1. 

Y terminaba con esta afirmación tajante: “La vida política ha 
nacido en el seno mismo de los Municipios”2.  

Por ello, incluso, la independencia de nuestros países latinoa-
mericanos se inició en el seno de los Cabildos. 

Por tanto, aprovechemos no sólo las enseñanzas de nuestra 
propia historia, sino de la historia de la democracia, para que defini-
tivamente la afiancemos en nuestros países, precisamente, munici-
palizándolos efectivamente. 

RELACIÓN ENTRE LA POBLACIÓN Y LAS 
AUTORIDADES LOCALES 

(APROXIMACIÓN PRELIMINAR)3 

País Población Área 
Km2 

Entidades 
intermedias 
electas 

Municipios 
electos 

% 
Pob/Munc. 

Argentina 37.000.000 2.780.400 24 1.617 22.882 

Alemania 82.000.000 356.970 16 16.121 5.086 

Armenia 4.000.000 29.800  931 4.296 

Australia 19.000.000 7.682.300 8 900 21.111 

Austria 8.000.000 83.858 9 2.353 3.400 

Bélgica 10.000.000 30.528 10 589 16.978 

Bolivia 8.000.000 1.098.581  312 25.641 

                                           
1. Democracy in America, (ed. JP. Meyer y M. Lerner, London, 1969. 
2. Idem. 
3. Este cuadro lo hemos elaborado partiendo de informaciones que nos ha facilitado Rafael de 

La Cruz, experto en estos temas de descentralización política. La responsabilidad por los 
errores y fallas que tenga, sin embargo, es enteramente nuestra. 
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Bosnia-Her 4.300.000 51.129 2 137 31.386 

Brasil 168.000.000 8.547.404 28 5.581 30.102 

Bulgaria 8.000.000 110.994  294 27.211 

Canadá 31.000.000 9.970.610 12 4.507 6.878 

Chile 15.000.000 756.626  340 44.117 

Colombia 42.000.000 2.070.408 33 1.068 39.326 

Croacia 4.000.000 56.510 21 543 7.366 

Cuba 11.000.000 114.525 15 169 65.389 

Rep.Checa 10.000.000 78.864  5.768 1.733 

Dinamarca 5.000.000 43.094 16 275 18.182 

Rep.Dominic 8.000.000 48.400  90 88.889 

Ecuador 12.000.000 272.045 21 1.079 11.121 

El Salvador 6.000.000 21.041  262 22.900 

Eslovaquia 5.000.000 49.035  2.834 1.764 

Eslovenia 2.000.000 20.253  192 10.416 

España 39.000.000 505.990 17 8.082 4.825 

Estonia 1.000.000 45.227  254 3.937 

Filipinas 77.000.000 300.000 76 1.541 49.967 

Finlandia 5.000.000 338.145  455 10.989 

Francia 59.000.000 543.965 22 36.559 1.614 

Georgia 5.000.000 69.700  4.000 1.250 

Grecia 11.000.000 131.957 13 5.922 1.857 

Guatemala 11.000.000 108.889  324 33.950 

Haití 8.000.000 27.750  133 60.150 

Holanda 16.000.000 41.526 12 572 27.972 

Honduras 6.000.000 112.492  293 20.478 

Hungría 10.000.000 93.030 20 3.153 3.171 

India 998.000.000 3.165.596 32 237.687 4.198 

Irán 63.000.000 1.648.000  720 87.500 

Irlanda 4.000.000 70.283 8 80 50.000 

Israel 6.000.000 21.946  273 21.978 

Italia 58.000.000 301.323 20 8.104 7.156 

Japón 127.000.000 377.837 47 3.233 39.282 

Letonia 2.000.000 63.700  566 3.534 

Lituania 4.000.000 65.300  56 71.429 

México 97.000.000 1.964.382 32 2.418 40.116 
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Marruecos 28.000.000 453.730  1.547 18.099 

Nva.Zelanda 4.000.000 270.534 12 155 25.806 

Nicaragua 5.000.000 129.494  143 34.965 

Noruega 4.000.000 385.639  435 9.195 

Paraguay 5.000.000 406.752 17 212 23.585 

Perú 25.000.000 1.280.000  1.808 13.827 

Polonia 39.000.000 312.684 16 2.489 15.669 

Portugal 10.000.000 92.345  275 36.363 

Rumania 22.000.000 237.500 41 2.948 7.463 

Rusia 147.000.000 17.075.200 90 2.000 73.500 

Sudáfrica 42.000.000 1.219.090 9 840 50.000 

Suecia 9.000.000 449.964 24 286 31.468 

Suiza 7.000.000 41.285 26 3.000 2.333 

Tunez 9.000.000 164.418  257 35.019 

Turquía 64.000.000 779.452  2.801 22.849 

Ucrania 50.000.000 603.700  619 80.775 

Reino Unido 59.000.000 130.423 135 319 184.953 

EEUU 273.000.000 9.629.047 51 70.500 3.872 

Uruguay 3.000.000 176.215  19 157.894 

Venezuela 24.000.000 912.050 24 338 71.006 

 
 

 

 

 


